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SCJ-TS-25-3479 

, Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, 
Certifica: Que en los archivos a su cargo hay un expediente que contiene 
una sentencia de fecha ______del 2025, que dice así: 
 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA 

La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia actuando como corte de 

casación, competente para conocer las materias de tierras, laboral, contencioso 

administrativo y contencioso tributario, regularmente constituida por los 

magistrados Manuel Alexis , presidente, Manuel R. Herrera 

Carbuccia, Moisés A. Ferrer Landrón, Anselmo Alejandro Bello F. y Rafael 

Vásquez Goico, jueces miembros asistidos por la secretaría de la Sala, en la 

sede de la Suprema Corte de Justicia ubicada en Santo Domingo de Guzmán, 

Distrito Nacional, en fecha 30 de septiembre de 2025, año 182° de la 

Independencia y año 163° de la Restauración, dicta en audiencia pública la 

siguiente sentencia: 

Apoderada del recurso de casación interpuesto por la empresa LHG 

Inversiones SRL. contra la sentencia núm. 0030-04-2025-SSEN-00167 de fecha 

12 de marzo de 2025, dictada por la Tercera Sala del Tribunal Superior 

Administrativo, en atribuciones contencioso tributarias, cuyo dispositivo 

figura copiado más adelante. 
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I. Trámites del recurso 

1. El recurso de casación fue interpuesto mediante memorial depositado en 

fecha 23 de abril de 2025 en la secretaría general de la Suprema Corte de 

Justicia, suscrito por la Lcda. , actuando como 

abogada constituida de la empresa LHG Inversiones, SRL., representada por 

. 

2. La defensa al recurso de casación fue presentada por la Dirección General 

de Impuestos Internos (DGII), mediante memorial, depositado en 30 de junio 

de 2025, en la secretaría general de la Suprema Corte de Justicia, suscrito por 

sus abogados constituidos Lcdos. , 

 y . 

3. Mediante dictamen de fecha 3 de septiembre de 2023, suscrito por la Licda. 

, la Procuraduría General de la República 

consideró que procede rechazar el presente recurso de casación. 

4. El magistrado Manuel R. Herrera Carbuccia, no firma la presente decisión, 

por haberse deliberado y fallado durante su período de vacaciones. 

5. El magistrado Anselmo Alejandro Bello F., no firma la presente decisión, 

por haberse deliberado y fallado durante su período de vacaciones. 
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6. Esta sentencia ha sido adoptada a unanimidad y en estos casos el artículo 7 

de la Ley núm. 25-91, de fecha 15 de octubre de 1991, Orgánica de la Suprema 

Corte de Justicia, permite que la Sala válidamente se integre con tres de sus 

miembros, quienes figuran firmando la presente decisión.   

II. Antecedentes  

7. En fecha 22 de noviembre de 2023 la Dirección General de Impuestos 

Internos (DGII) emitió la resolución de determinación núm. ALAL-GC-00495-

2023 notificándole a la empresa LHG Inversiones SRL., los ajustes practicados 

a la declaración jurada del Impuesto Sobre la Renta (ISR) del ejercicio fiscal 

del año 2020; la cual, inconforme, interpuso un recurso de reconsideración 

siendo rechazado mediante la resolución de reconsideración núm. RR-

, de fecha 29 de mayo de 2024, por lo que, interpuso un recurso 

contencioso tributario, dictando la Tercera Sala del Tribunal Superior 

Administrativo en sus atribuciones contencioso tributarias, la sentencia núm. 

0030-04-2025-SSEN-00167 de fecha 12 de marzo de 2025, objeto del presente 

recurso de casación y que textualmente dispone lo siguiente: 

“PRIMERO: DECLARA bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso 
contencioso tributario depositado en fecha 19 de julio de 2024 por la entidad 
LHG INVERSIONES, S.R.L., contra la DIRECCIÓN GENERAL DE 
IMPUESTOS INTERNOS (DGII); por haber sido hecho conforme las 
disposiciones que rigen la materia. SEGUNDO: RECHAZA en cuanto al 
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fondo el presente Recurso y, en consecuencia, CONFIRMA la Resolución de 
Reconsideración núm. RR-  de fecha 29 de mayo de 2024, emitida 
por la DIRECCIÓN GENERAL DE IMPUESTOS INTERNOS (DGII), tal y 
como se hace constar en la parte considerativa de la presente decisión. 
TERCERO: DECLARA el proceso libre de costas. CUARTO: ORDENA la 
comunicación de la presente sentencia a las partes y a la PROCURADURIA 
GENERAL ADMINISTRATIVA. QUINTO: DISPONE que la presente 
Sentencia sea publicada en el Boletín del Tribunal Superior Administrativo” 
(sic).   
 

III. Medios de casación 

8. La parte recurrente no enuncia en su recurso de casación de forma puntual 

los medios de casación, sino que de manera general desarrolla los vicios 

atribuidos a la sentencia impugnada, lo que impide su enunciación específica 

en este apartado 

IV. Considerandos de la Tercera Sala, después de deliberar 

Juez ponente: Rafael Vásquez Goico 

9. Esta sala es competente para conocer del presente recurso de conformidad 

con lo establecido en los artículos 154, numeral 2 de la Constitución de la 

República y 6 numeral 3 de la Ley núm. 2-23, de fecha 17 de enero de 2023, 

sobre Recurso de Casación. 

10. Esta Corte debe revisar de oficio otros medios de inadmisión que, además 

de ser oficiosos, procede su examen previo por un asunto de lógica procesal.  
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IV. Incidentes 

11. En su memorial de defensa la Dirección General de Impuestos Internos 

(DGII) solicitó: a) que sean declarados imponderables los medios de casación 

por falta de contenido ponderable; b) que sea declarado inadmisible el recurso 

de casación por falta de interés de casacional.  

12. Como los anteriores pedimentos tienen por finalidad eludir el examen del 

fondo del recurso, procede examinarlos con prioridad atendiendo a un 

correcto orden procesal.   

a) Sobre la inadmisión por ausencia de contenido ponderable 
 

13. El artículo 12 de la ley 2-23 establece que el recurso de casación solo podrá 

fundarse en la existencia de una infracción o errónea aplicación de la norma 

jurídica sea en el fondo o en la forma. Esta existencia de la infracción a la ley 

debe ser debidamente motivada según el artículo 16 del mismo instrumento 

legal. 

14. Esto quiere decir que el recurrente debe establecer y precisar, en sus 

medios de casación, de manera clara de qué manera la sentencia impugnada 

comete la infracción o errónea aplicación de la ley que se alega, así como 

donde este ocurrió y en que parte de la decisión dicha situación sucedió.  
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15. En caso de que lo anterior no acontezca, es decir, cuando no se ha 

establecido, en los medios de casación, de manera motivada la infracción a la 

ley que se alega como motivo de dicha vía extraordinaria, los medios 

examinados son inadmisibles por no ponderables, debiendo ser rechazado el 

recurso en cuestión por esa razón.  

16. Para apuntalar sus alegatos respecto al presente recurso de casación, la 

parte recurrente expone textualmente lo siguiente:   

“… Visto el Artículo 14.- De la Ley núm. 2-23 sobre Recurso de Casación. 
Plazo para recurrir. El recurso de casación contra las sentencias 
contradictorias o reputadas contradictorias, dictadas en única o en última 
instancia, se interpondrá dentro del plazo de veinte (20) días hábiles, contados 
a partir de la notificación de la sentencia, salvo que esta u otra ley disponga 
un plazo distinto. Párrafo 1.- El plazo para recurrir en casación siempre será 
computado en días hábiles y con aumento en razón de la distancia. 2. Visto el 
Artículo 20. Ley 107-13. Términos y plazos. La normativa reguladora de cada 
procedimiento administrativo establecerá un plazo razonable para su 
tramitación, que podrá ser prorrogado o reducido en función de la 
complejidad, las cargas de trabajo, la urgencia u otras circunstancias que 
deberán motivarse adecuadamente. El incumplimiento injustificado de los 
plazos o las dilaciones procedimentales indebidas generarán el derecho a ser 
indemnizado por los daños causados, pudiendo repercutirse tales 
indemnizaciones sobre los responsables de la tramitación. Párrafo l. Los 
plazos se contarán siempre a partir del día siguiente a aquel en que tenga 
lugar la publicación o notificación del acto que los comunique. Siempre que 
no se exprese otra cosa, se señalarán por días que se entenderán hábiles, 
excluyéndose del cómputo los sábados, domingos y feriados. Párrafo Il. Si el 
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plazo se fija en meses, se computarán de fecha a fecha. Si en el mes de 
vencimiento no hubiere día equivalente, se entenderán que el plazo expira el 
último día del mes. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá 
prorrogado al primer día hábil siguiente. Párrafo Ill. El plazo supletorio de los 
procedimientos para los que su normativa reguladora no contemple otro 
específico será de dos meses. Ninguna prórroga de este plazo podrá exceder 
de un mes. Que la Constitución Dominicana en su artículo 60, expresa con 
relación a la tutela judicial efectiva y al debido proceso lo siguiente: “Toda 
persona, en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, tiene derecho a 
obtener la tutela judicial efectiva, con respeto del debido proceso que estará 
conformado por las garantías mínimas que se establecen a continuación: El 
derecho a ser oída, dentro de un plazo razonable y por una jurisdicción 
competente, independiente e imparcial, establecida con anterioridad por la 
ley”. 3. Artículo 69.- De la Constitución. Tutela judicial efectiva y debido 
proceso. Toda persona, en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, 
tiene derecho a obtener la tutela judicial efectiva, con respeto del debido 
proceso que estará conformado por las garantías mínimas que se establecen a 
continuación: D El derecho a una justicia accesible, oportuna y gratuita; 2) El 
derecho a ser oída, dentro de un plazo razonable y por una jurisdicción 
competente, independiente e imparcial, establecida con anterioridad por la 
ley; 3) El derecho a que se presuma su inocencia y a ser tratada como tal, 
mientras no se haya declarado su culpabilidad por sentencia irrevocable; 4) El 
derecho a un juicio público, oral y contradictorio, en plena igualdad y con 
respeto al derecho de defensa; 5) Ninguna persona puede ser juzgada dos 
veces por una misma causa; 6) Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí 
mismo; 7) Ninguna persona podrá ser juzgada sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formalidades propias de cada juicio; 8) Es 
nula toda prueba obtenida en violación a la ley; 9) Toda sentencia puede ser 
recurrida de conformidad con la ley. El tribunal superior no podrá agravar la 
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sanción impuesta cuando sólo la persona condenada recurra la sentencia; 10) 
Las normas del debido proceso se aplicarán a toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas. 4. Por su parte la Ley No. 107-13, crea un orden 
jurídico donde se regula la relación de los administrados con la 
Administración Pública, que va desde el tratamiento a los servicios de los 
ciudadanos hasta la tutela judicial administrativa efectiva y a que los actos se 
motiven adecuadamente. En otro ámbito también engloba el procedimiento 
administrativo y de manera especial el procedimiento administrativo 
sancionador, el cual aplica a todos los órganos que conforman la 
Administración Pública Central y sus dependencias. En consecuencia, la 
Administración Pública no puede alegar ignorancia al momento de su 
actuación, en virtud de que estos principios son los que la rigen y más aún 
deberían ser sus mayores precursores. 5. Es por ello que el ejercicio de la 
potestad sancionadora está actualmente tan regulado en nuestro 
ordenamiento jurídico, en la Ley No. 107-13, la cual establece los principios 
rectores para este tipo de actuación estableciendo los siguientes: “]. 
Separación entre la función instructora y la sancionadora, que se 
encomendará a funcionarios distintos y, si es posible, de otros entes públicos. 
2.Garantía del derecho del presunto responsable a ser notificado de los hechos 
imputados, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y de las 
sanciones que, en su caso, se le puedan imponer, así como de la identidad de 
los instructores, de la autoridad competente para sancionar y de la norma 
jurídica que atribuya tales competencias. 3. Garantía del derecho del presunto 
responsable a formular las alegaciones y uso de los medios de defensa 
procedentes, los cuales deberán ser considerados en la decisión del 
procedimiento. 4. Garantía de los derechos de las personas, en la medida en 
que el presunto responsable es parte interesada en el procedimiento 
administrativo sancionador. 6. Asimismo, el artículo 41 de la Ley 107-13 
establece lo siguiente: “Procedimiento Sancionador. El ejercicio de la potestad 
sancionadora de la Administración Pública se realizará siempre en el marco 
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del procedimiento que reglamentariamente se determine, que será común 
tanto para la Administración nacional como para la Administración local”. 
(Énfasis añadido). 7. Que el artículo 93.1 de la Constitución, es la consagración 
expresa que el constituyente dominicano dejó plasmada sobre el “Principio 
de Legalidad Tributaria”. Desde el punto de vista del individuo (y del 
contribuyente, en el caso de la especie) esta garantía protege al ciudadano 
frente a posibles arbitrariedades de la actuación administrativa, actitudes 
propias de desviación de poder y cualquier manifestación de poder público 
que se encuentre en trasgresión a la ley. 8. Qué asimismo, dentro de los 
principios establecidos en la Ley No. 107-13 se establece el principio del 
debido proceso, definiéndolo como: “Las actuaciones administrativas se 
realizarán de acuerdo con las normas de procedimiento y competencia 
establecidas en la Constitución y las leyes, con plena garantía de los derechos 
de representación, defensa y contradicción”. 9. Otra de las garantías del 
debido proceso o debido procedimiento deriva del principio de 
contradictoriedad, que también rige en el procedimiento administrativo, y se 
expresa en la necesaria confrontación de criterios que debe existir antes de 
que la Administración decida, entre la Administración y los administrados”. 
10. De los Principios de la actuación administrativa. En el marco del respeto 
al ordenamiento jurídico en su conjunto, la Administración Pública sirve y 
garantiza con objetividad el interés general y actúa, especialmente en sus 
relaciones con las personas, de acuerdo con el siguiente principio: Numeral 
22 Ley 107-13. Principio de debido proceso: Las actuaciones administrativas 
se realizarán de acuerdo con las normas de procedimiento y competencia 
establecidas en la Constitución y las leyes, con plena garantía de los derechos 
de representación, defensa y contradicción. 11. Artículo 243.- Principios del 
régimen tributario. El régimen tributario está basado en los principios de 
legalidad, justicia, igualdad y equidad para que cada ciudadano y ciudadana 
pueda cumplir con el mantenimiento de las cargas públicas. 12. Artículo 40.- 
Derecho a la libertad y seguridad personal. Toda persona tiene derecho a la 
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libertad y seguridad personal. Por lo tanto: … 13. El principio de legalidad 
tiene su base primaria en el artículo 40 numeral 15, de nuestra Constitución, 
al señalar que “a nadie se le puede obligar a hacer lo que la ley no manda ni 
impedirle lo que la ley no prohíbe”. El principio constitucional de legalidad 
conlleva e implica la sumisión a la ley y al ordenamiento jurídico preexistente, 
de todas de las actuaciones y actos emanados de la administración pública. 
Desde el punto de vista del individuo (y del contribuyente, en el caso de la 
especie) esta garantía protege al ciudadano frente a posibles arbitrariedades 
de la actuación administrativa, actitudes propias de desviación de poder y 
cualquier manifestación de poder público que se encuentre en trasgresión a la 
Ley. El apego al ordenamiento jurídico brinda legitimidad a determinado 
acto. Afirma la doctrina que el principio de legalidad “fue y es uno de los 
principios fundamentales del Estado de Derecho, en cualquiera de sus 
manifestaciones a lo largo de la historia”.3 14. En cuanto al principio de 
legalidad, este ha sido resaltado por la jurisprudencia nacional, en manos del 
Tribunal Constitucional al precisar que: “el principio de legalidad presupone 
que todas las actuaciones de las autoridades quedan sujetas a la Constitución 
y las leyes. Es un principio cardinal del Estado de derecho que protege al 
individuo de las actuaciones arbitrarias y discrecionales de las autoridades. 
La ley debe preexistir a su aplicación, es decir, que los ciudadanos deben estar 
conscientes de las consecuencias de sus actos y a qué se atienen cuando actúan 
en determinada dirección”. De igual forma, su homólogo peruano ha 
estatuido en reiteradas ocasiones, que: “el principio de legalidad constituye 
una auténtica garantía constitucional de los derechos fundamentales de los 
ciudadanos y un criterio rector en el ejercicio del poder punitivo del Estado 
Democrático”5, por lo que: “el principio de legalidad no solo se configura 
como principio propiamente dicho, sino también como derecho subjetivo”. 
15. De manera específica en el ámbito administrativo, el autor Allam Brewer 
Carias, al analizar el alcance del principio de legalidad señala que “la 
amplitud de la legalidad administrativa es mayor a la señalada respecto a la 
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legalidad de los actos jurisdiccionales. La administración, además de estar 
sometida a las reglas o normas jurídicas a que está sometido el Juez y los 
particulares, debe cumplir estrictamente en su actividad las normas que ella 
misma ha creado. Esta es la característica esencial del Principio de Legalidad 
Administrativa, pues éste no implica solamente la sumisión de la 
Administración a las reglas de derecho que le son exteriores, sino que conlleva 
también la sumisión a las reglas o normas jurídicas que ella misma ha 
elaborado” …. 19. Yes que este derecho ha evolucionado, siendo aplicado no 
sólo en materia penal sino también materia administrativa y las que se 
derivan de la rama de esta, como el administrativo sancionador, por ende 
estamos llamados a respetar esa transmisibilidad de principios, además la 
actividad sancionadora debe respetar las garantías constitucionales del 
debido proceso, tal como lo expone  al consagrar que el 
principio de razonabilidad, por medio del cual se exige que el procedimiento 
administrativo sancionador respete las garantías constitucionales, porque no 
tendría sentido un poder sancionador donde la administración imponga 
sanciones sin un proceso, en la cual se vulnere todos los derechos de defensa 
del presunto imputado o en este caso el infractor." 20. En 1992, la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica estableció un 
conjunto de criterios conceptuales en torno a la noción del debido proceso. 
Señala el tribunal que el concepto del debido proceso envuelve 
comprensivamente el desarrollo progresivo de prácticamente todos los 
derechos fundamentales de carácter procesal o instrumental, como conjunto 
de garantías de los derechos de goce-cuyo disfrute satisface inmediatamente 
las necesidades o intereses del ser humano-, es decir, de los medios tendentes 
a asegurar su vigencia y eficiencia.” 21. La presente solicitud no es otra que 
hacer cesar las actuaciones manifiestamente ilícitas de la Dirección General de 
Impuestos Internos (DGII), por ser contradictorias a la Ley.” (Sic) 
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17. En la especie, de la lectura del memorial de casación se advierte que los 

medios contenidos en el mismo no hacen referencia de manera precisa a 

ningún medio de defensa o vicio a cargo de los jueces que dictaron el fallo 

atacado que pueda ser ponderable conforme a la función y naturaleza de las 

atribuciones de esta Corte de Casación.  

18. En efecto, dicho memorial se contra transcribir el contenido de textos de 

ley y decisiones jurisprudenciales sin la articulación precisa de la manera o 

forma en que la sentencia impugnada ha casación ha vulnerado las normas 

invocadas como fundamento de los medios esgrimidos. De igual manera, en 

uno de los párrafos del recurso examinado se alega la violación del derecho 

de defensa y tutela judicial efectiva, pero no se expone como dicha situación 

configura una infracción a la ley en el fallo atacado en casación.  

19. Así las cosas, atendiendo a que los referidos alegatos de casación no han 

superado los presupuestos de admisibilidad resulta pertinente declarar su 

inadmisibilidad por falta de contenido ponderable.   

20. En ese sentido, debe tenerse en cuenta que la inadmisibilidad de algunos 

o todos los medios en que se funda un recurso de casación no provoca la 

inadmisión del recurso sino su rechazo, tal y como se hará constar en la parte 

dispositiva, en vista de que este examen de la corrección o no de los medios 



 
 
 
 
 

REPÚBLICA DOMINICANA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

 
Exp. núm.: 2  

Solicitud núm.: 2025-R0392836 

Recurrente: Lhg Inversiones, SRL 
Recurrido: Dirección General de Impuestos Internos (DGII) 
Materia: Contencioso tributario 
Decisión: Rechaza 

Av. , esq. , Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo, 
Santo Domingo, R. D. • Tel.:  • www.poderjudicial.gob.do • E-mail:   

13 

 

para verificar la existencia o no de interés casacional transciende el umbral de 

la inadmisión del recurso de casación. Todo sobre la base de que se abordó si 

el medio de casación sometido está bien o mal fundado en derecho.  

21. Finalmente, luego de examinar el memorial del recurso de casación 

interpuesto, esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia ha verificado 

que el recurrente no ha cumplido con los presupuestos de admisibilidad 

requeridos por los artículos 12 y 16 de la Ley núm. 2-23 sobre Recurso de 

Casación, ya que no precisa ningún medio de casación que justifique la 

existencia de una infracción a la ley como presupuesto de admisión del 

recurso de casación, limitándose a transcribir textos legales sin establecer una 

exposición clara de los motivos (desarrollo de los motivos) que configuren 

vicios capaces de provocar la anulación de la sentencia impugnada,  por lo 

que procede a rechazar el presente recurso de casación.  

22. En virtud del principio de libre acceso a la justicia previsto en el artículo 

69.1 de la Constitución, en las materias contencioso administrativas y 

contencioso tributarias no habrá condenación es costas.      

V. Decisión 
 

La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de conformidad con la 

Constitución de la República, la norma legal aplicada al caso, la doctrina 
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jurisprudencial observada y sobre la base de los motivos expuestos, dicta por 

autoridad y mandato de la ley la siguiente decisión:   

 
FALLA 

 
ÚNICO: RECHAZA el recurso de casación interpuesto por la empresa LHG 

Inversiones SRL. contra la sentencia núm. 0030-04-2025-SSEN-00167 de fecha 

12 de marzo de 2025, dictada por la Tercera Sala del Tribunal Superior 

Administrativo en atribuciones contencioso tributarias cuyo dispositivo ha 

sido copiado en parte anterior del presente fallo. 

Firmado: Manuel Alexis , Moisés A. Ferrer Landrón y Rafael 

Vásquez Goico. 

, Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, 

certifico y doy fe que la presente sentencia ha sido firmada digitalmente por 

los jueces y el secretario que figuran en la estampa.  

 


